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Resumen

Aborda el tratamiento, extensión y estado de la cuestión sobre Políticas Públicas en la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires. Describe el marco teórico conceptual y la vinculación de las mismas con la Ley de Educación Superior Nº 24.521. Desarrolla las Políticas Publicas existentes tales como: acompañamiento pedagógico a cátedras, servicio de asesoramiento jurídico (patrocinio), programa de voluntariado, becas de ayuda económica y políticas de evaluación universitaria. Se presenta así, la síntesis de los conocimientos construidos en el contexto del Módulo I: Pedagogía Universitaria de la Dirección de Carrera y Formación Docente de la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires. Estableciendo una correlación entre la pedagogía (ciencia que se ocupa de la educación y la enseñanza) y las Políticas Públicas desarrolladas en el ámbito educativo de la educación superior, se estudia la relación entre dicha facultad y los distintos actores de la sociedad. Y a partir de ello se mencionan líneas de acción o maneras de vinculación y retroalimentación entre el cuerpo docente universitario, los estudiantes futuros profesionales y la sociedad.
Palabras clave: Políticas Públicas, universidad, educación superior, Argentina.

Abstract

Explains the treatment, extension and state of public policy in the law school of the University of Buenos Aires. Describes the conceptual theoretical frameworks and their connection to the law of superior education Nº 24.521. Develops the already existing public policies such as: pedagogical accompaniment to professorships, judicial advice service (sponsorship), volunteering program, financial aid scholarships, and university evaluation politics. Here's the syntesis of the achieved knowledge of the first module: Universitary Pedagogy, Carreer management and teacher's training, Faculty of Law, University of Buenos Aires. Establishing a correlation between pedagogy (science oriented to education and teaching) and the public policies developed at the university´s teaching enviroment. A research is made of the relationships between the named university and the differend actors in society. From there the mentions of the lines of action and feedback between the university's teaching staff, the students and future professionals and the society.
Keywords: public policy, university, superior education, Argentina.

Para citar este artículo puede utilizarse el siguiente formato:
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Introducción

En este artículo nos proponemos esbozar una síntesis de los conocimientos construidos en el contexto del Módulo I: Pedagogía Universitaria de la Dirección de Carrera y Formación Docente de la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires.
Es nuestra intención, establecer una relación entre la pedagogía (ciencia que se ocupa de la educación y la enseñanza) y las Políticas Públicas desarrolladas en el ámbito educativo de la educación superior, específicamente de la facultad de Derecho pero transferible a otras. A tales fines estudiamos la relación entre la universidad y los distintos actores de la sociedad. Proponemos líneas de acción o maneras de vinculación y retroalimentación entre el cuerpo docente universitario, los estudiantes -futuros profesionales- y la sociedad.
En ese contexto, identificamos en la Facultad de Derecho espacios
 donde se promueven cursos, seminarios e investigaciones entre otras Políticas Públicas. Los describimos y analizamos en los siguientes ítems. 
Políticas Públicas: marco teórico conceptual
Frente a la identificación de un problema, al que denominaremos público, surgen las Políticas Públicas como mecanismo para dar una acabada respuesta a los mismos. Por ello es que resulta clave definir el concepto de Políticas Públicas.
Si bien no encontramos una definición unánime, los estudiosos del tema coinciden en que la finalidad de las mismas es resolver o aminorar el problema público que aborda. 
Pese a esta falta de precisión conceptual, debemos aclarar que es común asociar el concepto de Políticas Públicas a las meras acciones de gobierno, de tal modo que cualquier acción de los actores gubernamentales es considerada erróneamente como Políticas Públicas. Los gobiernos no son ya los únicos actores en las fases del ciclo de las políticas, si bien toda Política Pública es una acción de gobierno3.
Basándonos en un trabajo realizado por Mauricio Olavarría Gambi4 encontramos diversos enfoques vinculados al concepto de que nos ocupa.
Algunas definiciones ponen el acento en la finalidad de la decisión; es decir, si ésta altera o no el estado de cosas vigentes. Por ejemplo Kreft y Furlong; Tomas Dye y Howlett y Ramesh.
 En otra postura, veremos aquellas definiciones que se centran en la decisión misma que hace surgir a la Política Pública, por ejemplo, Jenkins.( ( Hay quienes ponen su atención en la dimensión del poder. Tal es el caso de Meny y Thoeing, y Lathera.((( 
Si bien parece que no hay consenso entre los autores, Birkland11 afirma que más importante que definirla es identificar sus atributos, a saber: a) La Política Pública está hecha en el nombre del público; b) Es generalmente hecha o iniciada por el gobierno; c) Puede ser implementada por actores públicos y/o privados; d) Es lo que el gobierno intenta hacer o bien, elige no hacer; e) Una política es pública porque afecta a una mayor variedad de personas e intereses que lo que hace una política privada.

A los fines del presente trabajo tomaremos en cuenta la definición brindada por Oszlak y O’Donnell. Dichos autores definen a las Políticas Públicas como el conjunto de acciones u omisiones que manifiestan una determinada modalidad de intervención del Estado en relación a una cuestión, que concita el interés, la atención y la movilización de otros actores del tejido social12. Dicho concepto será fundamental al momento de analizar las Políticas Públicas educativas.
Ley de Educación Superior y Políticas Públicas

En el año 1995 en la Argentina se sanciona la Ley Nacional de Educación Superior Nº 24.521. Considerando que el presente trabajo hace suya la definición brindada por Oszlak y O’Donnell de Políticas Públicas puede considerarse la sanción de esta ley como una Política Pública en sí misma, ya que es un modo en que el Estado interviene y regula la materia educacional (en lo que atañe a la educación superior) a nivel nacional movilizando diversos actores del tejido social.

Pero además, la ley contiene en su interior una serie de mandatos que pueden ser identificados como Políticas Públicas, líneas de posicionamiento y acción respecto de lo que debe ser la educación superior en la Argentina. Así, cuando el artículo 3º de la ley señala cuáles son las finalidades de la educación superior pone en evidencia que el Estado regula considerando que debe intervenir para:

· ”proporcionar formación científica, profesional, humanística y técnica en el más alto nivel” 
· “contribuir a la preservación de la cultura nacional” 
· “promover la generación y desarrollo del conocimiento en todas sus formas” 

· “desarrollar las actitudes y valores que requiere la formación de personas responsables, con conciencia ética y solidaria, reflexivas, críticas, capaces de mejorar la calidad de vida, consolidar el respeto al medio ambiente, a las instituciones de la República y a la vigencia del orden democrático”. 

Es importante señalar que la sanción de la mencionada ley se enmarca en un contexto de problematización de la educación cuyos antecedentes se expresan en la sanción de la Ley Federal de Educación que -si bien ha sido objeto de fuertes críticas- contó con un proceso de debate y participación de la comunidad educativa y ciudadana. Es decir que el problema público educación no ha sido objeto exclusivo de los órganos formales de poder sino que ha sido objeto de una intervención activa de buena parte del tejido social. De ese modo, su cristalización legislativa expresa un modo debatido y reflexionado acerca de como pensar y concebir que debe ser la educación superior y a qué fines debe aportar.

En la misma línea de análisis, el artículo 4º de la Ley Nº 24.521 señala los objetivos de la educación superior evidenciando que para los actores intervinientes en la problemática educacional la formación de científicos, profesionales y técnicos; la preparación para el ejercicio de la docencia; la promoción del desarrollo de la investigación y las creaciones artísticas y la profundización de los procesos de democratización en la educación superior (entre otros) son materias de importancia pública que requieren ser fomentadas mediante Políticas Públicas.
Del mismo modo puede ser interpretado el artículo 13º cuando establece -entre los derechos de los estudiantes- el acceso a las instituciones estatales de educación superior sin discriminaciones de ninguna naturaleza; el derecho: “a obtener becas, créditos y otras formas de apoyo económico y social que garanticen la igualdad de oportunidades y posibilidades, particularmente para el acceso y permanencia en los estudios de grado”; o el derecho de las personas con discapacidad a contar con servicios de interpretación y apoyo técnico necesario y suficiente al momento de ser evaluadas.

Por su parte, el artículo 20º regula el ingreso a la carrera docente en las instituciones de gestión estatal de educación superior no universitaria estableciendo que el mismo debe hacerse mediante concurso público y abierto de antecedentes y oposición garantizando la idoneidad profesional. Puede leerse en palabras como concurso público o idoneidad el sentido que ha querido dársele a la formación docente.

Asimismo, el artículo 27º expresa la finalidad que tienen las instituciones universitarias: “la generación y comunicación de conocimientos del más alto nivel en un clima de libertad, justicia y solidaridad, ofreciendo una formación cultural interdisciplinaria dirigida a la integración del saber así como una capacitación científica y profesional específica para las distintas carreras que en ellas se cursen, para beneficio del hombre y de la sociedad a la que pertenezcan”. Claramente este artículo evidencia una Política Pública en relación con lo que debe ser una institución universitaria: un espacio donde se produzca y reproduzca conocimiento para beneficio de la sociedad y la humanidad en general.

La ley regula -en un capítulo específico- qué se entiende por autonomía universitaria y cuáles son sus alcances y garantías (artículos 29º a 32º). Ello pone a la luz que para los agentes de poder y de intervención social la autonomía es un requisito para abordar el problema de la educación universitaria (lo mismo cabe decir de la autarquía regulada en los artículos 58º a 61º).

De la misma forma, el artículo 33º establece los requisitos generales que deben cumplir las instituciones universitarias para funcionar: “deben promover la excelencia y asegurar la libertad académica, la igualdad de oportunidades y posibilidades, la jerarquización docente, la corresponsabilidad de todos los miembros de la comunidad universitaria, así como la convivencia pluralista de corrientes, teorías y líneas de investigación […]”.
Por último, el artículo 70º señala: “corresponde al Ministerio de Cultura y Educación la formulación de las políticas generales en materia universitaria, asegurando la participación de los órganos de coordinación y consulta previstos en la presente ley y respetando el régimen de autonomía establecido para las instituciones universitarias”. Es visible la intervención regulatoria que permite interpretar este artículo como una Política Pública.
Políticas Públicas en la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires
a) Proyecto de acompañamiento pedagógico a cátedras

En la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires la Dirección de Carrera y Formación Docente desde sus inicios tiene como uno de sus objetivos: “afianzar la labor del docente a través de todos los medios a su alcance”13.
Desde el año 1995, la capacitación y formación docente resultaba obligatoria para todo aquel auxiliar que quisiera ascender al próximo cargo. Y en diciembre del año 2007, el Consejo Superior de la Universidad de Buenos Aires aprobó una reforma al régimen de ingreso a los cargos auxiliares de la Facultad de Derecho, por medio de la cual la formación pedagógica dejaba de ser obligatoria para los auxiliares docentes.

Si bien se advierte la importancia de la capacitación pedagógica en su plantel docente, no le confiere la misma entidad que si detenta la formación técnica de la materia específica que se imparte en sus claustros.

Juan Antonio Seda, actual Director de Carrera y Formación Docente sostiene con acierto: “la formación pedagógica que era obligatoria debería tender a volver a ser obligatoria, ya que no me parece irrazonable que una institución como la Facultad de Derecho establezca como requisitos para sus docentes que hagan una capacitación pedagógica”14.
Respondiendo y actuando con la convicción de llevar a la práctica sus palabras, Carrera y Formación Docente, diseña y ofrece -a cargo de dos pedagogas- el “Proyecto de Acompañamiento Pedagógico a Cátedras”, aprobado por el Consejo Directivo mediante la Resolución Nº 1241/11 y presentado a la comunidad académica el 9 de mayo de 2012.

Tres fases son las que integran esta propuesta de acompañamiento, cuyo principal atractivo es brindar asesoramiento, profundización y actualización pedagógica didáctica sobre la singularidad de cada cátedra, proponiendo distintas salidas y soluciones. La primera de las fases, de diagnóstico, está orientada a que entre los integrantes de la cátedra que requiere la asistencia, el equipo pedagógico que brindará la asistencia y las autoridades de la Dirección se ilustre cuál es la situación de enseñanza, permitiendo establecer las necesidades del plantel educativo, para finalmente acordar pautas de trabajo. En la segunda fase, de acción, se implementan dispositivos de formación acordes al diagnóstico elaborado, tales como talleres de producción de materiales para la enseñanza, entrevistas al cuerpo docente antes y después del dictado de clase. Y en la última fase, de evaluación, se propone calificar el trabajo realizado a los fines que se elabore un informe.
El proyecto de la Dirección de Carrera y Formación Docente -a sólo unos pocos meses de su presentación oficial- a sido solicitado por integrantes de diversas cátedras (la mayoría de ellas con participación de alumnos de cursos pedagógicos), quienes se han acercado para que les sea asignado un equipo de trabajo que, conjuntamente con el plantel docente, diseñe un plan de acción que les permita sortear las dificultades de enseñanza.

Se destaca que la asistencia pedagógica y didáctica ofrecida no culmina con la puesta en marcha de aquel plan de acción elaborado. El equipo pedagógico continúa a disposición de la cátedra demandante, en calidad de consultora que disipe las nuevas inquietudes y refuerce los logros pedagógicos construidos.
b) Servicio de asesoramiento jurídico gratuito
Dentro de las Políticas Públicas universitarias y también íntimamente relacionado con la pedagogía universitaria encontramos, en la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires, el servicio de consultorio jurídico, patrocinio legal, mediación y servicio social gratuito que se encuentra enmarcado dentro de la extensión universitaria vigente.

El mismo persigue una doble finalidad: por un lado, en el marco social, brinda un servicio focalizado en los sectores de bajos recursos, en cumplimiento del mandato expreso del Estatuto Universitario; por el otro, en el marco institucional, brinda el entrenamiento a los futuros abogados con el objetivo que adquieran conocimientos prácticos para el ejercicio de su posterior profesión. 

El Departamento de Práctica Profesional fue creado el 20 de octubre de 1922 y tiene a su cargo la organización de las actividades inherentes a cada una de las áreas que conforman el servicio gratuito brindado por la facultad15.

Los servicios de consultorio, que actualmente incluyen mediación y, en los casos necesarios, el servicio social, se extienden a toda la comunidad en general, pero para el caso de requerirse los servicios de patrocinio letrado los requisitos se limitan a que el consultante sea una persona que no posea los recursos económicos suficientes, o se encuentre en una situación tal que no pueda afrontar el pago de honorarios de un abogado particular.

En cuanto a la metodología el patrocinio jurídico cumple su función social asistiendo a los consultantes de escasos recursos, a fin que accedan al sistema judicial mediante una representación letrada gratuita. Es así que en caso de ser admitida una consulta por el patrocinio, la misma es analizada, encuadrada jurídicamente y representada a los consultantes por intermedio de los letrados a cargo de las comisiones.

Los alumnos tienen una activa participación en el caso asignado y deben asumir la responsabilidad en cada una de las etapas del proceso judicial, desde el análisis del caso y el encuadre jurídico que debe darse al proceso, la preparación de los escritos, intimaciones, citaciones, diligenciamientos, trámites, etc., llevando a la práctica los conocimientos adquiridos a lo largo de la carrera universitaria.
Entre los varios organismos públicos y entidades profesionales que ofrecen servicios de patrocinio jurídico gratuito en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, ninguno interviene en tantos casos como el de la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires que en el año 2007, por ejemplo, superó las 12.000 consultas16.
Por lo expuesto, el Servicio Jurídico Gratuito de la Facultad de Derecho representa una clara y directa Política Pública desde la universidad hacia la sociedad.
c) Programa de voluntariado

El Programa de voluntariado de la Facultad de Derecho nace y se implementa en el seno de la Subsecretaría de Vinculación Ciudadana de la Facultad la que fue creada en marzo de 2006 y depende directamente del Decanato de la Facultad. Su objetivo primordial consiste en promover la interrelación de la Facultad con los diversos actores de la comunidad. Para lograr su cometido se proponen diversos programas como por ejemplo: organización de seminarios, conferencias o encuentros temáticos extracurriculares; asistencia jurídica a organizaciones del tercer sector; actividades con ONGs y movimientos sociales.

El principio rector que impulsó la creación de la Subsecretaria y que subyace a todas las propuestas es el fortalecimiento de la democracia. Se sostiene que una democracia completa requiere no solamente el respeto a las instituciones sino también un acceso igualitario y una participación completa de todos y cada uno de los actores sociales a dichas instituciones, en un contexto pluralista y de respeto a la diversidad.
El Programa de voluntariado fue una de las primeras acciones implementadas por la citada Subsecretaría. Su primera tarea consistió en convocar a docentes, estudiantes y graduados a participar de sus propuestas.

Los programas, principalmente relacionados con la protección de los derechos humanos han tratado las siguientes temáticas: protección de niños, niñas y adolescentes; educación; derechos de los pueblos originarios y trata de personas; tanto a través de actividades desarrolladas directamente por voluntarios de la Facultad, como también a través de la vinculación con organizaciones civiles.

En el área de protección a la niñez, el Programa fue el marco adecuado para la presentación del libro La Convención sobre los Derechos del Niño y su aplicación en el ámbito educativo. Consiste en una obra que compila la labor del proyecto de voluntariado relacionado con la construcción de ciudadanía de niños, niñas y adolescentes a través del cumplimiento de pautas emanadas de la Convención sobre los Derechos del Niño. En el marco de dicha presentación Juan Seda (director del proyecto), apuntó que todos los docentes e integrantes de la comunidad universitaria debemos ser potenciales agentes de la extensión universitaria; la que representa tanto un proceso formativo (en tanto implica la interacción del conocimiento generado en las aulas y su puesta a prueba en otros lugares) como la efectiva puesta en práctica de la democracia. Consideramos que este tipo de actividades es una Política Pública, donde los participantes activos somos la comunidad universitaria (docentes, alumnos y graduados). Hoy el Programa de voluntariado continúa convocando activamente a todos aquellos que quieran participar de sus proyectos.

Se favorece así a la inclusión del estudiantado en actividades que vinculan la facultad a la sociedad en general.
d) Becas de ayuda económica a estudiantes de grado (sistema de becas en la carrera de abogacía)

La Real Academia Española define a las becas como “una subvención para realizar estudios o investigaciones”. Subvencionar es por antonomasia una de las formas que tienen los Estados para ejecutar fines que consideran acordes al interés público.

Las Políticas Públicas deberían ser siempre adecuadas a la concreción de objetivos que resulten útiles a la sociedad y, en este aspecto, el Estado está tomando un curso de acción que es tendiente al desarrollo de carreras que aporten al aparato productivo del país, que producto de años de falta de planificación, llevaron a la adopción de programas como el de las Becas del Bicentenario para la formación de profesionales en estas áreas.

El listado de carreras y casas de estudios es diverso, pero de todas ellas (como es entendible dada la cantidad de graduados y la productividad de los mismos), no es incluida abogacía en estas becas. Por ello, el único estímulo que queda para los interesados en cursar abogacía es el programa llamado Becas Sarmiento que otorga la Universidad de Buenos Aires para los alumnos de todas las carreras que la requieran.

Las becas no pueden ser superpuestas con otras y se desdoblan en dos etapas (una para CBC -Ciclo Básico Común- y otra para la carrera en sí). Los requisitos para acceder son tener una situación económica que amerite la necesidad de la beca, un promedio no inferior a cinco puntos en las materias cursadas, tener una edad inferior o igual a treinta años a la hora de solicitarla, no tener una beca análoga y no tener un título de grado anterior a la cursada. Dichos requisitos se morigeran en edad y en promedio en el caso de estudiantes discapacitados y miembros de poblaciones indígenas, que acrediten dicha calidad.
Los estímulos son bastante exiguos (están en la suma de 430 pesos para el año 2012), pero son acordes a una política de Estado que busca colaborar de forma parcial en la formación de profesionales que no necesariamente son los que más requiere el país.

Sin embargo, si bien no es interés estatal fomentar carreras como abogacía (nótese que por ejemplo en el programa Becas del Bicentenario los montos son superiores a 5000 pesos), el estímulo no puede ser de un impacto tan bajo como son las Becas Sarmiento a la economía de un estudiante. A modo de ejemplo, un libro jurídico ronda los 300 pesos, y un estudiante que es generalmente del conurbano bonaerense (y que seguramente también trabaja), no puede permanecer horas en la biblioteca estudiando. A su vez, los préstamos domiciliarios no siempre tienen la oferta de material necesaria, por lo que algunos estudiantes utilizan fotocopias del material de estudio para poder preparar sus exámenes. La misma universidad no facilita suficientemente los medios para que los alumnos no violen los derechos de propiedad intelectual ante la exigüidad del estímulo que esta brinda.

Se sugiere que sería conveniente indagar si es razonable que un plan desarrollista de la economía contemple Políticas Públicas que apunten a la formación de profesionales afines a tal diseño, tampoco podemos castigar con semejante desigualdad (430 a 5000 pesos) a un estudiante de bajos recursos que quizás tenga la vocación de desempeñar la profesión que implica su carrera.
De todas maneras es auspicioso que se implementen becas de ayuda económica como un paliativo a los estudiantes de bajos recursos.
e) Políticas Públicas de evaluación universitaria

La implementación de políticas de evaluación universitaria, tuvo su aparición recién a partir de 1995, cuando fue establecida con obligatoriedad mediante el artículo 44º de Ley de Educación Superior17. El espíritu de la ley estuvo imbuido de los criterios y principios que guiaron la reforma del Estado, de la necesidad que las universidades rindieran cuenta por sus acciones y el destino de los fondos estatales recibidos, que el Estado fuera el garante de la calidad del sistema y que implementase para ello los sistemas obligatorios de evaluación de calidad, eficiencia y eficacia en el uso de los recursos y en las modalidades de gestión organizacional.

Por ende, se sujeta el financiamiento de las universidades a la evaluación, en razón que para distribuir los aportes tiene en cuenta indicadores de eficiencia y equidad (artículo 58º). Establece la autarquía financiera, lo cual habilita a las universidades a generar recursos adicionales a los aportados por el Estado, a través del cobro de contribuciones y tasas por el estudio de grado (artículo 59º, inc. c). Redimensiona la relación Estado-Mercado dentro de la educación superior e introduce una nueva modalidad de gestión, lo que se constata en el crecimiento de los programas de posgrado18, como fuente de financiamiento y generación de recursos propios, generando los principales conflictos de intereses entre las universidades nacionales y los organismos de control en lo referido a la evaluación de los posgrados. Es el caso de la Universidad de Buenos Aires, donde el Consejo Superior decide suspender la presentación de sus programas de posgrado a las convocatorias de la CoNEAU, a través de la Resolución Nº 3827/0019. Pese a que algunas facultades de la Universidad de Buenos Aires rechazan el accionar de la Comisión, otras han iniciado el proceso de autoevaluación y acreditación (por ejemplo en Medicina)20.

Este sistema de evaluación, que exige a las universidades una evaluación institucional interna, con el objeto de analizar los logros y dificultades en el cumplimiento de las funciones y una evaluación institucional externa, a realizarse cada seis años por la CoNEAU con la participación de pares académicos, abarcando las funciones de docencia, extensión e investigación; acreditación de grados cuyo ejercicio pudiera comprometer el interés público (artículo 43º) y acreditación de carreras de posgrado (artículo 46º).

Por consiguiente, la CoNEAU, organismo nacional descentralizado creado por la Ley de Educación Superior, se encarga de la acreditación y evaluación externa de las universidades públicas y privadas, constituyéndose conforme el artículo 4, inc. d en garante de los niveles de calidad y excelencia en el sistema de educación superior.

Respecto a las evaluaciones realizadas por la CoNEAU dentro de la estructura de los posgrados en la Facultad de Derecho, se pueden mencionar a título de ejemplo: a) la decisión del Consejo Académico de la misma que creó, el 18 de noviembre de 2008, dentro de su prestigioso Doctorado (debidamente reconocido y categorizado por la CoNEAU), una modalidad intensiva de cursado. Se ofrecen tres áreas: Derecho Civil. Derecho Penal y del Trabajo21; b) la Carrera de Especialización en Derecho Penal, acreditado y categorizado "B" (Muy Bueno) por la CoNEAU, Resolución Nº 471/9922; c) el programa de Doctorado en Derecho, acreditado por la Resolución Nº 092/00 expedida por la CoNEAU, que se rige por la legislación argentina, en especial por las resoluciones del Consejo Superior de la UBA Nº 1078/87 y Nº 1387/98 y la Resolución Nº 6117/09 del Consejo Directivo de la Facultad de Derecho23.

Como Política Pública la evaluación, aun estando es sus comienzos, marca el camino de la eficiencia, la calidad y la eficacia en la utilización de los recursos del Estado.
f) Programa Universidad y Discapacidad

“Por la plena accesibilidad física, comunicacional y cultural en todos los ámbitos de la Universidad de Buenos Aires”24, así rezaba el lema que motivara en el año 2007 la creación del Programa Discapacidad y Universidad, mediante Resolución Nº 339, en el ámbito de la Secretaría de Extensión Universitaria y Bienestar Estudiantil.

Dicho programa, actualmente vigente y con participación de distintas unidades académicas dependientes de la Universidad de Buenos Aires, cuenta con la coordinación del Dr. Juan Antonio Seda, quien además es el representante del mencionado programa en la Facultad de Derecho. Sin embargo, es preciso destacar que la circunstancia de que en todo el ámbito de la Universidad de Buenos Aires exista un programa que promueva la inclusión plena de las personas con discapacidad en la vida académica, es un logro social y educativo, cuyo origen tiene su propia historia.

En efecto, en el año 2002, a pedido de la Secretaría Académica de la Facultad de Derecho, en el marco del Centro de Formación Docente de dicha Facultad, se crea el Dispositivo de Aprendizaje Diferenciado. El propósito era: “encontrar las estrategias metodológicas que faciliten el aprendizaje en alumnos con necesidades específicas”25 y sus objetivos generales apuntaban a asesorar a los docentes respecto de estrategias de enseñanza y evaluación diferenciada adecuadas, analizar interdisciplinariamente las acciones facilitadoras del aprendizaje de estos alumnos.

Luego de que el dispositivo cumpliera varios años de desarrollo y vigencia, comienza su etapa de apertura hacia otros ámbitos intra e interinstitucionales a fin de que se de a conocer su existencia en toda la comunidad docente de la Facultad de Derecho, de manera que se aprovechen los diversos recursos para los que fue creado, con perspectiva a la visibilización del tema en todo el espacio universitario.

Es así como en el año 2004, se crea el Programa Universidad y Discapacidad en la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires, mediante la Resolución (D) Nº 5110, en el marco de la Dirección de Carrera y Formación Docente, constituido y desarrollado fundamentalmente a partir de las necesidades puntales que se hacen visibles de los alumnos con discapacidad en esa casa de estudio.

Dichas necesidades no son otra cosa que las dificultades concretas que se les presentan a las personas con discapacidad que deciden ingresar al ámbito universitario, y que tienen que ver con limitaciones edilicias y de información, cuerpo normativo y aspectos intersubjetivos.

Integrantes de la Dirección de Carrera y Formación Docente, describen en las IV Jornadas Nacionales Universidad y Discapacidad de Buenos Aires, en julio de 2006, cuál ha sido la razón de ser de un espacio formal destinado a la orientación de alumnos con discapacidad y de sus profesores en el ámbito universitario: “La generalización de la educación primaria como factor homogeneizador en la consolidación del proyecto nación, la profunda crisis de la escuela media, especialmente en las últimas dos décadas, y la tradición elitista, en un sistema educativo hoy fuertemente fragmentado, de nuestra universidad constituyen elementos a partir de los cuales podemos pensar acerca de las dificultades y la fuere resistencia que presentan estas instituciones para acogerse a la diversidad”26.
Este programa se propone abordar lo que sucede en ese espacio docente-alumno, en el que anticipadamente se supone, por un lado, que el docente no va a saber que va a hacer ni que va a suceder cuando ingrese al aula un alumno con cierta discapacidad, y por otro lado, que el alumno no va a saber ni va a poder sostener su permanencia en ese espacio.

Pone en evidencia no solo las problemáticas de quienes cuentan con alguna discapacidad cuando se proponen tomar estudios universitarios, sino también la necesidad de trabajar para que los claustros académicos se muestren lo suficientemente abiertos a recibir y a contener a todas las personas que decidan transitar el camino de la formación universitaria y se encuentren intelectualmente preparados para ello.
Conclusiones

Del análisis de la Ley de Educación Superior podemos afirmar que las Políticas Públicas establecidas en el mencionado instrumento jurídico se llevan adelante en la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires. Cierto es que podrían mejorarse o desplegarse en mayor medida o de manera más articulada con otras facultades pero la realidad es que, como hemos visto a lo largo del trabajo, tales políticas son desarrolladas dentro de su seno.

No obstante, en relación al artículo 4, consideramos que sería de gran utilidad incluir nuevas formas de sensibilizar a la población estudiantil, con el objetivo de lograr mayor grado de participación: “respecto a los procesos de transformación de la enseñanza”.

Con relación al Proyecto de acompañamiento pedagógico a cátedras es preciso destacar que el mismo representa un acierto en la capacitación pedagógica y didáctica de la población docente de la Facultad, absolutamente necesaria para contrarrestar los efectos de una formación que lamentablemente ya no es obligatoria para aquellos que se sienten inspirados a transitar el camino de los educadores universitarios. Sin embargo, con la implementación de este proyecto, ya no podrá sostenerse que el desafío de jerarquizar la enseñanza se encuentra sólo en manos de la dirigencia académica, ya que cada unidad educativa (cátedras), con la cooperación de la Dirección de Carrera y Formación Docente, podrá reforzar sus aciertos pedagógicos y didácticos y superar las limitaciones y dificultades que en la labor docente diaria se presentan.

Con respecto al servicio de patrocinio gratuito brindado por docentes de la Facultad, podemos decir que desarrolla cabalmente una Política Pública exitosa dirigiendo a los alumnos, asesorándolos y representando a los ciudadanos que no poseen recursos para recurrir a un abogado particular.

Es por todo ello que podemos apuntar entonces que sería de gran utilidad profundizar el estudio sobre las Políticas Públicas. Los conocimientos y saberes de los ciudadanos y sus organizacio​nes deberían ser tenidos en cuenta a este fin. Ésta es la única manera de poder generar Políticas Públicas más democráticas e integrales y crecer como sociedad.
Toda pedagogía responde a un momento histórico, social y cultural; y tiene en cuenta aspectos del orden educativo y también social. Por eso, creemos que tienen que estar estrechamente vinculada las Políticas Públicas educativas y la pedagogía.
En el marco mencionado en nuestro trabajo, la Carrera Docente de la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires ofrece la oportunidad de reflexionar acerca de la participación de los ciudadanos y especialmente los profesionales en la elaboración de estas políticas. Como parte de este proceso decidimos contribuir con este pequeño aporte.
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� El Seminario Permanente de Derechos Sociales y Políticas Públicas del Instituto de Investigaciones Jurídicas y Sociales “Ambrosio L. Gioja” dependiente de la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires, el cual realiza publicaciones específicas emergentes de las reuniones mensuales que se llevan adelante en su sede.


Por intermedio de su Departamento de Posgrado ofrece un Programa de Actualización en Políticas Públicas de Seguridad que tiene como objetivo: “preparar a funcionarios capaces de cumplir una función articuladora e integradora de los diversos actores sociales, cuya experiencia y cúmulo de conocimientos resultan invalorables en el proceso de construcción de soluciones, cuya demanda proviene desde el mismo seno de la sociedad y a la que todo gobierno tiene la obligación de atender y satisfacer, so riesgo de perder legitimidad por crisis de representatividad”1.


El Departamento de Práctica Profesional con su patrocinio jurídico gratuito se brinda un servicio a personas de bajos recursos, sin medios para costear un abogado particular.


Se destaca, entre los identificados, el programa de voluntariado en la facultad que pone de manifiesto la participación de los estudiantes en la gestión y ejecución de las Políticas Públicas con injerencia en la sociedad, promoviendo la solidaridad y el compromiso de la comunidad universitaria mediante el aporte de sus conocimientos2.


En el área de Carrera Docente, se encuentran algunas publicaciones relacionadas al tema, e incluso el primer módulo, en el año 2012, se ha relacionado el eje de su temática -Pedagogía Universitaria- a las Políticas Públicas. De ahí, que se haya decidido presentar este trabajo.





� Kraft y Furlong5 definen a las Políticas Públicas como un curso de acción (o inacción) que el Estado toma en respuesta a problemas sociales. Por su parte, Thomas Dye6 las define como cualquier cosa que el Estado elige hacer o no hacer. Howlett y Ramesh7 afirman que son el resultado de decisiones de gobierno que pueden estar orientadas a mantener o alterar el statu quo.





( ( Jenkins8 hace referencia a un conjunto de decisiones interrelacionadas, tomadas por un actor o grupo de actores respecto de la selección de metas y medios para alcanzarlas en una situación específica, y donde aquellas decisiones están dentro del ámbito de autoridad de esos actores.�





((( Meny y Thoenig9 enfatizan el rol de la autoridad pública, señalando que la Política Pública es el resultado de la acción de alguien investido de poder público. En ese mismo tono, Lahera10 sostiene que las Políticas Públicas corresponden al programa de acción de una autoridad pública o al resultado de la actividad de una autoridad investida de poder público y de legitimidad gubernamental.
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